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 JAIR GUTIÉRREZ OQUENDO
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Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 

          DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / REVISIÓN DE SENTENCIA CONDENATORIA / SUBSIDIARIEDAD / INMEDIATEZ / IMPROCEDENTE. Lo que intenta el actor es que el Juez constitucional proceda nuevamente a valorar los medios de prueba que en su momento fueron analizados por la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira para determinar quizás, contrario a lo allí esgrimido, que el mismo no era responsable de la ilicitud por la cual fue condenado o que era merecedor a una pena más benigna, lo cual de avalarse, conllevaría una nueva revisión de instancia y bajo ese contexto se alejaría al juez constitucional de su verdadero rol, con miras a entrar a dilucidar problemáticas que le corresponden a la jurisdicción ordinaria. 

Igualmente, y pese a que no existe un término de caducidad establecido para interponer la acción de tutela, la misma debe ser utilizada oportuna, razonable, prudencial y adecuadamente, en el sentido de que una vez amenazado o vulnerado el derecho, el ofendido lo exponga y manifieste al juez constitucional en forma inmediata o rápidamente. Y en este caso evidencia la Sala que no se cumple con el requisito de inmediatez que debe regir la acción de tutela, ya que si bien el señor JAIR GUTIÉRREZ OQUENDO, fue condenado en  febrero 3 de 2009 como persona ausente y su privación efectiva de la libertad se concretó en diciembre 21 de 2013 , desde esa fecha hasta el día en que interpuso la tutela transcurrieron algo más de cuatro años. Así mismo brilla por su ausencia la existencia, así fuera sumaria, de elementos de convicción que permitieran determinar la urgencia de la intervención del juez de tutela, para evitar la comisión de un perjuicio irremediable.

En conclusión, considera la Sala que las pretensiones del actor son improcedentes, al desconocer la órbita de competencia del juez de tutela frente a providencias judiciales, lo que iría en contravía del principio de subsidiariedad, así mismo al haberse desconocido el requisito de inmediatez que rige este procedimiento, ni acreditarse la comisión de un perjuicio irremediable que justificara la procedencia transitoria de este mecanismo de protección constitucional, toda vez que si bien el señor JAIR GUTIÉRREZ OQUENDO se encuentra en la actualidad privado de su libertad, lo es con fundamento en una sentencia judicial que se halla en firme y por ende goza de la doble presunción de acierto y legalidad.
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                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiuno (21) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

                                                                  Acta de Aprobación No 266
                                                  Hora: 1:40 p.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JAIR GUTIÉRREZ OQUENDO, contra el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos al debido proceso, igualdad y libertad.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor GUTIERREZ OQUENDO, se puede concretar así: (i) fue condenado como persona ausente por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira por el delito de homicidio, a una pena de 208 meses de prisión; (ii) la decisión judicial contiene un trato discriminatorio y va en contravía del principio de igualdad; (iii) alude en extenso a la acción constitucional contra decisiones judiciales, y a los requisitos tanto generales como especiales para su procedencia; (iv) en su caso la juez desconoció lo dicho por la Corte Suprema en la sentencia 36562 de 2012, (v) en su fallo el juez se apartó de los criterios de razonabilidad, no se atuvo a la tarifa legal y se negó a cumplir con el deber de aplicar el in dubio pro reo; (vi) hizo consistir los errores en que incurrió el a quo de la siguiente manera: a) dio credibilidad en un 100% a los testigos de la Fiscalía; b)  ignoró las reglas de la sana crítica al demeritar lo vertido por la defensa; c) se presentó un defecto procedimental, por cuanto el juez violó el debido proceso en sus consideraciones y se dedicó a narrar los hechos y no sustentó de forma real; d) desconoció el precedente, al ignorar el alcance dado por la jurisprudencia  y se limitó a aplicar la ley ordinaria; e) no hubo una prueba fáctica real; (vii) hace alusión a diversas jurisprudencias relativas al debido proceso; y (viii) hace alusión a lo reglado en el canon 192 C.P.P. sobre la acción de revisión.

Pide que se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia se le disminuya la pena impuesta.

3.- TRÁMITE DEL ASUNTO
El despacho admitió la presente acción constitucional y dispuso correr traslado de la misma al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.); igualmente ordenó vincular de manera oficiosa al agente del Ministerio Público que intervienen ante ese despacho y a quien actuó como apoderado  del sentenciado, quienes así se pronunciaron:

3.1.- La Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira (Rda.)  informó que: (i) en abril 01 de 2008 recibió el escrito de acusación contra JAIR GUTIÉRREZ OQUENDO, por homicidio simple, con anotación que el mismo fue declarado persona ausente; (ii) luego de realizadas las audiencias de formulación de acusación, preparatoria y juicio oral, se dictó sentencia en febrero 3 de 2009, por medio de la cual se condenó a la pena de 208 meses de prisión y se le negó la suspensión de la ejecución condicional de la pena, librándose orden de captura en su contra; (iii) dicho fallo cobró ejecutoria en esa fecha al no haberse interpuesto recurso de apelación y por ello se remitió la actuación a los juzgados de Ejecución de Penas para lo de su competencia; (iv) estima que en relación con las pretensiones del actor, ninguna de ellas es de su competencia.

3.2.- la abogada PAULA ANDREA HERNÁNDEZ OTÁLORA, señaló que obró como apoderada del señor JAIR GUTIÉRREZ OQUENDO durante la etapa de ejecución de la pena, y desconoce cualquier situación anómala durante su condición de sindicado.  Aduce que durante su tiempo de reclusión en Pereira se le garantizaron todos sus derechos fundamentales.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por los intervinientes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del despachos accionado, con ocasión de las diligencias que se surtieron en contra del señor JAIR GUTIÉRREZ OQUENDO, se vulneraron sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y libertad.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional
 recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó que: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Así mismo la Corte Suprema de Justicia, frente a la interposición de acciones de tutela contra decisiones judiciales, también ha expresado:

“Desde otrora esta Sala ha venido sosteniendo que si bien la tutela procede contra providencias judiciales, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad -ya expuestos en extenso- incumbe a quien la ejercite no sólo conformarse con realizar exposiciones aisladas de argumentos que cuestionen su validez, sino también demostrar, de forma irrefutable, que las mismas sólo están envueltas en un manto de legalidad, mas en el fondo no son otra cosa que la expresión grosera o ilegal de la judicatura, disfrazada de declaración de justicia.
Frente a las providencias judiciales, por otra parte, se presume su legalidad y acierto, razón por la cual, si se pretende demostrar lo contrario, a quien así lo denuncia es al que le corresponde la carga de construir un discurso argumentativo y probatorio de tal talante que el error, que de por sí debe ser garrafal, quede en franca evidencia

No obstante, siguiendo el principio de informalidad de la tutela, si bien no se exigen fórmulas sacramentales en su planteamiento, también es cierto que no resulta admisible solicitar al juez constitucional una actitud oficiosa de protección de las garantías fundamentales, o pretender que se active su intervención para revivir un debate sustancial o probatorio ya culminado, a partir de planteamientos genéricos y sin demostración.  En esa medida, una actuación judicial culminada constituye una expresión de seguridad jurídica y coadyuva a alcanzar uno de los principios de nuestro Estado Social de Derecho, cual es el de lograr «…la vigencia de un orden justo» –Artículo 2º Constitucional-.
Por lo anterior, la labor del demandante en una tutela contra decisiones judiciales es más exigente, pues no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, pretendiendo que el juez de tutela, en una labor de reemplazo del juez ordinario, entre nuevamente a verificar en el expediente y a constatar si los falladores de instancia realizaron o no correctamente la labor de adecuado impulso procesal y de análisis jurídico sustancial, pues debe partirse del presupuesto que dicha función fue adecuadamente realizada por los falladores de instancia”. 

En más reciente decisión, esa Alta Corporación en sede constitucional
 ha indicado:

“La Sala debe recordarle al actor, que siendo la tutela un mecanismo de protección excepcional frente a providencias judiciales, su prosperidad va ligada al cumplimiento de “ciertos y rigurosos” requisitos de procedibilidad que implican una mínima carga para quien reclama el amparo, no solo en su planteamiento sino también en su demostración, como lo ha expuesto la propia Corte Constitucional
, pues las sentencias que hacen tránsito a cosa juzgada, gozan de la doble presunción de acierto y legalidad que brindan seguridad jurídica a las decisiones judiciales, necesaria para la consolidación del Estado de Derecho. Sólo por vulneraciones constitucionales, relativas a los derechos fundamentales, mediante acciones reflejadas en los hechos, oportuna y claramente planteados y demostrados, se puede desvirtuar esta doble presunción”.

En este asunto y de acuerdo con las manifestaciones esbozadas por el señor JAIR GUTIÉRREZ, entiende esta Sala que su solicitud está dirigida básicamente a que se reduzca la pena de 208 meses de prisión que le fue impuesta, al haber sido hallado responsable del ilícito de homicidio simple, pero de lo exposiciones que efectúa, se observa que las mismas son aisladas y carentes de argumentos válidos que permitan demostrar sin equívoco alguno, que la decisión proferida por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), estuvo envuelta en un manto de ilegalidad.

Si bien es cierto, el señor JAIR GUTIÉRREZ fue sentenciado bajo la calidad de persona ausente, también lo es que el mismo estuvo asistido en dicho asunto por un abogado quien en su nombre ejerció su defensa técnica y fue en el interior del referido proceso, donde este debió exponer las razones de su inconformidad con el fallo proferido, pero como se aprecia frente a la decisión proferida por la a quo, no se interpuso recurso alguno, con lo cual se da a entender que el mencionado profesional estuvo de acuerdo con la sentencia emitida, y ello da a pie para señalar que la acción de tutela no es el mecanismo dispuesto para controvertir la decisión judicial, ya que si su apoderado renunció al ejercicio de los instrumentos judiciales que para ello procedían, las pretensiones del ahora accionante carecen de prosperidad, en atención al carácter residual que ostenta la acción de tutela, al no ser viable acudir a este trámite perentorio y sumario como una alternativa a los medios ordinarios previstos por el legislador.

Lo que intenta el actor es que el Juez constitucional proceda nuevamente a valorar los medios de prueba que en su momento fueron analizados por la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira para determinar quizás, contrario a lo allí esgrimido, que el mismo no era responsable de la ilicitud por la cual fue condenado o que era merecedor a una pena más benigna, lo cual de avalarse, conllevaría una nueva revisión de instancia y bajo ese contexto se alejaría al juez constitucional de su verdadero rol, con miras a entrar a dilucidar problemáticas que le corresponden a la jurisdicción ordinaria. 

Igualmente, y pese a que no existe un término de caducidad establecido para interponer la acción de tutela, la misma debe ser utilizada oportuna, razonable, prudencial y adecuadamente, en el sentido de que una vez amenazado o vulnerado el derecho, el ofendido lo exponga y manifieste al juez constitucional en forma inmediata o rápidamente. Y en este caso evidencia la Sala que no se cumple con el requisito de inmediatez que debe regir la acción de tutela, ya que si bien el señor JAIR GUTIÉRREZ OQUENDO, fue condenado en  febrero 3 de 2009 como persona ausente y su privación efectiva de la libertad se concretó en diciembre 21 de 2013
, desde esa fecha hasta el día en que interpuso la tutela transcurrieron algo más de cuatro años. Así mismo brilla por su ausencia la existencia, así fuera sumaria, de elementos de convicción que permitieran determinar la urgencia de la intervención del juez de tutela, para evitar la comisión de un perjuicio irremediable.

En conclusión, considera la Sala que las pretensiones del actor son improcedentes, al desconocer la órbita de competencia del juez de tutela frente a providencias judiciales, lo que iría en contravía del principio de subsidiariedad, así mismo al haberse desconocido el requisito de inmediatez que rige este procedimiento, ni acreditarse la comisión de un perjuicio irremediable que justificara la procedencia transitoria de este mecanismo de protección constitucional, toda vez que si bien el señor JAIR GUTIÉRREZ OQUENDO se encuentra en la actualidad privado de su libertad, lo es con fundamento en una sentencia judicial que se halla en firme y por ende goza de la doble presunción de acierto y legalidad. 

De otro lado, si el accionante estima que en su caso puede configurarse alguna de las causales a que alude el artículo 192 C.P.P. -acción de revisión-, como así se desprende de lo plasmado en el escrito de tutela, podrá acudir al uso de tal figura jurídica, pero lo que no puede es concurrir a la vía constitucional, cuando ninguna garantía fundamental le ha sido vulnerada.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor JAIR GUTIÉRREZ OQUENDO. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� CSJ STP, 27 feb. 2018, Rad. 97124


� Cfr. Sentencia T-952 de 2006


� Así fue informado por la Profesional Universitaria del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. Ver folio 38.
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